
UNIVERSIDAD NACIONAL DEL ALTIPLANO 

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTICAS 

ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 

 

 

 

TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL 

 

“ANÁLISIS DE LA SECUENCIALIDAD DE LOS PRESUPUESTOS 

CONSTITUTIVOS DEL DELITO DE ESTAFA” 

 

ARTÍCULO 

 

PRESENTADO POR: 

LUCERO CECILIA VÉLEZ HOLGADO 

 

PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE: 

ABOGADO 

 

  PUNO – PERÚ  

2020 

 

 



2 
 

ANÁLISIS DE LA SECUENCIALIDAD DE LOS PRESUPUESTOS 

CONSTITUTIVOS DEL DELITO DE ESTAFA 

Lucero Cecilia Vélez Holgado 

I. RESUMEN 

El presente artículo desarrolla el estudio sobre el delito de estafa contenido en el 

artículo 196° de nuestro Código Penal Peruano vigente, sus presupuestos y elementos 

constitutivos, a partir del análisis de los actos y piezas procesales contenidas en el 

expediente número 00337-2016 en materia penal. Por medio de este trabajo se permitirá 

identificar cuáles son las bases constitucionales y legales del delito materia de estudio, 

así como la importancia de la doctrina nacional e internacional, además de la 

jurisprudencia aplicable en los casos de estafa; en consecuencia, con este examen se 

determinará los fundamentos y aspectos principales que fueron tomados en consideración 

en la motivación de la sentencia de segunda instancia que permitió la absolución del 

condenado; para finalmente, plantear propuestas de solución del caso, conclusiones, y el 

correspondiente material bibliográfico consultado.  

PALABRAS CLAVES 

Delito, estafa, patrimonio, engaño, error, perjuicio y provecho indebido. 

ABSTRACT 

This article develops the study on the crime of fraud contained in article 196°of 

our current Peruvian Penal Code, its presuppositions and constitutive elements, based on 

the analysis of the acts and procedural pieces contained in file number 00337-2016 on the 

matter penal. Through this work, it will be possible to identify the constitutional and legal 

bases of the crime under study, as well as the importance of national and international 

doctrine, in addition to the applicable jurisprudence in cases of fraud; consequently, this 

examination will determine the grounds and main aspects that were taken into 
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consideration in the motivation of the second instance judgment that allowed the acquittal 

of the convicted person; to finally propose solution proposals for the case, conclusions, 

and the corresponding bibliographic material consulted. 

  

KEYWORDS 

Crime, fraud, patrimony, deception, error, damage and undue profit. 

 

II. ANÁLISIS FÁCTICO DE LA CONTROVERSIA  

El presente trabajo de investigación será desarrollado desde la perspectiva del 

estudio y análisis de los actos y piezas procesales contenidas en el expediente signado 

con el número 00337-2016-0-2101-JR-PE-01 en materia penal, el mismo que 

corresponde a los delitos contra el patrimonio, en la modalidad de estafa y otras 

defraudaciones en su forma de estafa. La misma que tiene como hechos facticos lo 

siguiente: 

La señora Yeny Quispe Huarahuara, se interesó en realizar la anticresis del 

departamento ubicado en el segundo piso del Jirón Salcedo N° 227 de la ciudad de Puno, 

por lo que se comunicó con Fernando Salas Tapia para conocer el departamento; y junto 

a su esposo Fredy Zenón Vargas Flores, visitaron el inmueble. Al ingresar al mencionado 

departamento se percataron que se estaban realizando trabajos de acabado y 

acondicionamiento, por ello pregunta a uno de los obreros por el tiempo que faltaba para 

la culminación de los trabajos de remodelación, a lo que respondieron que faltaba dos 

semanas. Después de ello, la pareja reserva el departamento, con un adelanto de 1,000.00 

soles y en fecha 20 de setiembre del 2014 los esposos depositaron la suma de 20,000.00 

dólares americanos, que depositaron en la cuenta bancaria perteneciente al señor 

Fernando Salas Tapia. En fecha 23 de setiembre del año 2014, la pareja de esposos y 
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Fernando Salas Tapia celebraron un contrato de Constitución de Anticresis por el plazo 

de dos años y un mes, teniendo como fecha de inicio el 22 de setiembre del año 2014 

hasta el 21 de octubre del año 2016, fecha en la que ambos harían una mutua recesión. 

Los acreedores anticréticos fijaron como fecha límite de entrega del bien inmueble en 

anticresis, el día 22 de setiembre del año 2014, sin embargo, no se realizó dicha entrega, 

debido a que el deudor anticrético señalo que no se había acabado con los trabajos de 

remodelación del departamento antes identificado, por lo que solicitó un plazo adicional 

de diez días a fin de poder realizar los acabados, a pesar de esta prórroga tampoco se 

cumplió con la solicitud de los acreedores anticréticos. Motivo por el cual los esposos, 

manifestaron su intención de cancelar la anticresis, solicitando la devolución de los 

montos entregados anteriormente (20,000.00 dólares americanos y 1,000.00 soles) a 

Fernando Salas Tapia, pero este se negó a dicha petición. 

III. ANÁLISIS CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LA CONTROVERSIA 

En lo que respecta a este apartado, es relevante puntualizar que la Constitución 

representa el máximo elemento normativo en el ordenamiento jurídico Peruano; la fuerza 

normativa que posee la vincula con las demás normas del sistema jurídico derivándose 

así una de sus características principales, la supremacía sobre cualquier otra norma del 

ordenamiento jurídico. Aunado a ello tenemos a la Constitución Política del Perú de 1993 

en su artículo 45°, que establece que: “El poder del Estado emana del Pueblo. Quienes lo 

ejercen lo hacen con las limitaciones y responsabilidades que la Constitución y las leyes 

establecen”.  

Además, la Constitución Política del Perú en su artículo 2°, inciso 24, literal d) 

señala que: “Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de 

cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como 

infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley”. La efectividad 
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normativa exige que no solo por ley se establezca los delitos, sino también que las 

conductas prohibitivas estén claramente delimitadas por ley, prohibiéndose tanto la 

aplicación por analogía, como también el uso de cláusulas generales e indeterminadas en 

la tipificación de los delitos. Sobre la base del principio de legalidad se ha concebido otros 

principios que guían la efectividad normativa de la Constitución tales como los principios 

de culpabilidad, legalidad, tipicidad, entre otros. 

La misma carta magna en su artículo 2°, inciso 24, literal e), señala que: “Toda 

persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 

responsabilidad”; asimismo, el Tribunal Constitucional señala que: “Conforme a este 

artículo todas las personas tienen derecho a la libertad y a la seguridad personal; en 

consecuencia el derecho a la presunción de inocencia se configura como una regla de 

tratamiento del imputado y como regla de juicio”. (STC N° 00156-2012-PHC/TC, 

fundamento 44 y 45).  

De acuerdo al nuevo modelo procesal que trae consigo el Nuevo Código Procesal 

Penal, estamos frente a un modelo acusatorio, contradictorio con rasgos adversariales, lo 

mismo que permite y garantiza una adecuada redistribución de roles, diferentes a los 

adoptados a los del antiguo modelo (código de procedimientos penales). Por ello la 

Constitución Política del Perú reconoce al Ministerio Público como el titular de la acción 

penal, reconocida constitucionalmente en el artículo 159°, inciso 5. 

El tipo penal de Estafa se encuentra tipificado en el Código Penal en su artículo 

196°, que establece lo siguiente: “El que procura para sí o para otro un provecho ilícito 

en perjuicio de tercero, induciendo o manteniendo en error al agraviado mediante engaño, 

astucia, ardid u otra forma fraudulenta, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de uno ni mayor de seis años”. 
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En el delito de estafa el legislador nacional ha configurado un determinado iter 

comisivo, así el proceso se inicia con engaño que produce un error en la persona, quien, 

a consecuencia de éste, realiza un acto de disposición patrimonial del que deriva el 

perjuicio. (Villegas & Rojas León, 2010) 

Es relevante hacer mención que el antecedente legislativo nacional más próximo 

que tiene este tipo penal es el artículo 244° del Código Penal de 1924, sin embargo, por 

la reciente incorporación de este tipo penal este no tubo modificaciones desde su dación 

en nuestro código actual. 

IV. ANÁLISIS DE LA DOCTRINA NACIONAL Y EXTRANJERA 

APLICABLE AL CASO 

Prosiguiendo con el tema, al respecto tendremos en esta sección los apuntes 

doctrinales que tienen algunos autores nacionales y extranjeros, por lo que iniciaremos 

con una aproximación conceptual del delito, para luego desarrollar los elementos 

objetivos y culminar este apartado con la tipicidad subjetiva del delito de estafa. 

Es imprescindible traer a colación que este delito es considerado una infracción al 

patrimonio. Se protege el patrimonio, pero de manera específica, la situación de 

disposición que tiene un objeto sobre un bien, derechos o cualquier otro objeto, siempre 

que tal situación tenga una protección jurídica y sea de relevancia económica.  

Para el Profesor Alonso Peña Cabrera el patrimonio esta constituido por el 

conjunto de valores, de bienes, y de derechos patrimoniales, susceptibles siempre de ser 

cuantificados económicamente en el mercado, que se encuentran atribuidos a una 

determinada persona, en cuanto revistan una apariencia jurídica, es decir, una protección 

legal que no necesariamente debe lindar con un estado de certeza (Peña, 2010) 
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Teniendo en cuenta la acotación anterior el delito de estafa puede definirse como: 

“el hecho por medio del cual una persona toma, a raíz de un error provocado por la acción 

del agente, una disposición patrimonial perjudicial, que dicho agente pretende convertir 

en beneficio propio o de un tercero” (Creus, 1998, pág. 423) 

Para Soler la estafa es la disposición patrimonial perjudicial tomada por un error 

determinado mediante ardides, tendientes a obtener un beneficio indebido. En esta misma 

línea, afirma que el delito de estafa se configura, aparece o se verifica en la realidad 

concreta cuando el agente haciendo uso del engaño, astucia, ardid u otra forma 

fraudulenta induce o mantiene en error al sujeto pasivo con la finalidad de hacer que este 

en su perjuicio se desprenda de su patrimonio o parte de él y le entregue en forma 

voluntaria en su directo beneficio indebido o de un tercero. (Soler, 1951) 

Para la configuración de la estafa, es necesaria la secuencia sucesiva de sus elementos o 

componentes; esto es, primero el uso del engaño por parte del agente, segundo se exige 

que el engaño haya inducido o servido para mantener en error a la víctima y tercero, como 

consecuencia de este hecho la víctima voluntariamente y en su perjuicio, se desprenda del 

total o parte de su patrimonio y lo entregue al agente en su propio beneficio ilegítimo o 

de tercero. Ramiro Salinas Siccha, señala que la figura de estafa no es la suma de aquellos 

componentes, sino exige un nexo causal sucesivo entre ellos, comúnmente denominado 

relación de causalidad ideal o motivación. Si en determinada conducta no se verifica la 

secuencia sucesiva de aquellos elementos, el injusto penal de estafa no aparece.  (Salinas, 

2008) 

4.1. Elementos Constitutivos del Delito de Estafa 

De lo referido en párrafos precedentes, es preciso realizar un análisis de los 

elementos del delito de estafa, que son imprescindibles para su configuración; de la 
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definición enunciada se tiene que los elementos de este injusto penal deben aparecer de 

forma secuencial en la conducta del agente. Las mismas que serán desarrolladas a 

continuación: 

4.1.1. Engaño 

El jurista Jorge Buompadre señala que la doctrina penal ha definido al engaño en dos 

concepciones: una restringida y otra abierta o amplía. En cuanto a la concepción 

restringida de engaño, no toda falsedad o ardid debe ser computable a título de engaño, 

sino solo el que se lleve a cabo mediante el empleo de maniobras exteriores y artificios 

materiales, agrega el autor, que queda fuera del tipo de estafa los engaños verbales, las 

mentiras o los engaños implícitos. En cuanto a la concepción amplia o abierta de engaño, 

habrá estafa cuando el engaño sea lo suficientemente apto para producir el error en la 

víctima, aunque no vaya rodeado de maniobras objetivas o maquinaciones exteriores, y 

el engaño haya tenido la virtualidad de provocar el error de la víctima y causar un daño 

patrimonial. (Buompadre, 2012) 

En la doctrina española, en cuanto al engaño la jurista Mercedes Pérez: 

(…) no basta con mentir de cualquier modo sino que solo adquiere relevancia 

típica aquel engaño que, con palabras de la ley, es bastante para producir error 

en otro y a la vez inducirlo a realizar un acto de disposición patrimonial. Si 

bien nuestra legislación no ha acogido dicha adjetivación –bastante-, el 

engaño no es óbice para que su interpretación, a efectos de calificar la 

relevancia típica de la conducta, haya de acoger baremos de idoneidad, 

suficiencia y aptitud para provocar el error en el sujeto pasivo, en cuanto el 

desborde de niveles de permisión en el mercado”. (Pérez, 2006, pág. 374)  
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Jaime Reategui, señala que el engaño es relevante cuando la víctima no puede 

evitar su error a pesar de haberse comportado de acuerdo con las pautas sociales y su 

capacidad de cuidado de sus bienes, del que es titular. (Reategui, 2010) 

Peña Cabrera, indica que el engaño debería de generar un error, pero, que importe 

la creación de una conducta que sobrepase el riesgo permitido, con aptitud de lesión al 

patrimonio del sujeto pasivo, concretamente la disposición patrimonial desencadenante 

del perjuicio, el cual debe ser concreción directa de dicho error y no como consecuencia 

de otros factores causales concomitantes. (Peña, 2010) 

Con respecto a este presupuesto Fidel Rojas Vargas señala que debe entenderse al 

engaño como medio capaz de viciar el consentimiento de un tercero por deformación de 

la realidad, induciendo a creer y tener por cierto lo que no lo es, con abuso de la confianza 

que la víctima de buena fe deposita en el autor. (Rojas, 2012) 

4.1.2. Error  

El error consiste en la ausencia de conocimiento (ignorancia) o crecimiento 

equivocado de la realidad, el error, es la falsa representación mental de la realidad (del 

hecho o derecho) o de la ignorancia de la misma (Torres, 1998). 

El error es un conocimiento viciado de la realidad, una falsa representación de la 

realidad, consecuencia del engaño que motiva el acto dispositivo. Es un vicio en el que 

incurre el sujeto pasivo, quien adquiere nociones e ideas deformadas sobre una cosa, sobre 

un proceso cualquiera, de modo que una es la verdad y la otra su apariencia. 

Podemos definir al error como el estado psicológico en que se encuentra la 

víctima, luego de producido el engaño, desencadenando el acto de disposición 

patrimonial. Debe tratarse de un estado de certeza y no de una duda, pues ante ésta última, 

siempre habrá posibilidad de vencer el error. El error debe derivar directamente de las 
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falsas apariencias presentadas por el sujeto, de modo que provenga de la falsa 

presentación suscitada y no de la simple inexactitud del juicio fundado en un puro 

desconocimiento. 

Se produce un error cuando, a consecuencia de la acción engañosa se ha causado 

una suposición falsa, el engaño sea causa adecuada para producir error. Fidel Rojas 

Vargas manifiesta que el error para que tenga relevancia en el delito de estafa debe haber 

sido provocado o propiciado por la acción fraudulenta desarrollada por el agente. El error 

debe surgir inmediatamente a consecuencia del acto fraudulento. Si no hay acción 

fraudulenta de parte del agente, es imposible hablar de error y menos de estafa. (Rojas, 

2012) 

4.1.3. Perjuicio por Disposición Patrimonial 

Siguiendo la secuencia de los elementos de la tipicidad objetiva del delito de 

estafa, tras el error que se genera en la psique del sujeto activo debe aparecer el acto de 

disposición patrimonial por parte de la propia víctima. En la estafa debe existir un acto 

voluntario, aunque con vicio del consentimiento a causa del engaño y el error. Lo que 

importa es que el objeto material del delito ingrese de forma efectiva a la esfera de 

custodia del agente.  

El acto de disposición patrimonial no tiene que venir revestido con las propiedades 

que se disponen en el derecho civil, lo que importa es los hechos en si actos y omisiones, 

la idoneidad del acto para provocar el desplazamiento dinerario. El acto de disposición 

penalmente relevante debe ser entendido, entonces, genéricamente, como aquel 

comportamiento, activo u omisivo, del sujeto inducido a error, que conllevará de manera 

directa la producción de un daño patrimonial en sí mismo o en un tercero.  

La disposición patrimonial tiene que producir un perjuicio estimable 

económicamente, pues es un delito contra el patrimonio. No existe estafa sin perjuicio. 
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Así se entiende por éste, el daño real (disminución del patrimonio) que padece el 

engañado o un tercero, a consecuencia de la disposición patrimonial, merced al error de 

que es objeto entre lo que se atribuye a otro (generalmente el autor del delito) en virtud 

del acto de disposición y lo que eventualmente, se recibe de éste como contraprestación. 

Quien sufre el engaño, sobre quien recae el error, debe ser necesariamente el disponente 

del patrimonio, pero quien sufre el perjuicio puede que no sea la misma persona quién 

sufrió el error.  

El perjuicio no habríamos de estimarlo económicamente, sino de acuerdo a las 

expectativas frustradas de su titular, pues pese a haber recibido un bien u otras 

características, pero de igual valor económico, tendría que reputarse su configuración 

típica. 

El perjuicio debe acaecer de forma inmediata como consecuencia directa de la 

disposición patrimonial; pues éste si aparece mucho tiempo después, podría resultar que 

no sea consecuencia del supuesto error en que se incurrió el sujeto pasivo, sino de un 

factor sobreviniente. 

4.1.4. Provecho Indebido  

Otro de los aspectos que debe tener en cuenta el operador jurídico es que el 

estafador debe hacerse valer de actos fraudulentos para poder obtener un beneficio ilícito, 

es decir, aprovechándose de la situación del agraviado, para finamente obtener el 

objetivo. 

Como hemos dicho, para que se pueda dar el delito de estafa, necesariamente los 

actos ilícitos a realizarse deben ser desplegados por la conducta del agente causante. Caso 

contrario, si los actos indebidos o ilícitos frente al requerimiento del estafador, son 

realizados para fines ilícitos por parte del mismo agraviado, el delito de estafa no aparece. 
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En el delito de estafa siempre debe existir un beneficio ilícito para el estafador o 

para un tercero y en caso de que no se llegue a dar el provecho indebido o ilícito por parte 

del estafador, el delito de estafa solo podría quedar en grado de tentativa. Para Edgardo 

Donna este provecho es el fin último que busca el agente al desarrollar su conducta 

engañosa, al punto que si no logra tal provecho para sí o para un tercero, la estafa no se 

consuma, quedándose en grado de tentativa. (Donna, 2011) 

Es preciso agregar que el delito de estafa en nuestra legislación solo resulta 

punible a título de dolo, esto es conciencia y voluntad de realización típica. El agente 

debe dirigir su conducta mediante ardid, fraude o engaño dando una apariencia ficticia a 

un hecho que no corresponde con la realidad de las cosas, basta con la conciencia del 

riesgo típico. El autor, en su condición fraudulenta, pretende obtener un provecho ilícito 

para sí o para otro; provecho que puede afirmar con la mera apropiación del objeto, pues 

ya le da la posibilidad realizar actos de disposición. La doctrina señala la concurrencia de 

un ánimo de naturaleza trascendente: el lucro. El lucro en la estafa, al igual que en los 

delitos de apoderamiento, es un elemento intencional que guía el actuar del actor por lo 

que se convierte en un elemento adicional al dolo.  

Al ser un delito de resultado y de actos sucesivos es factible que la conducta del 

agente se quede en grado de tentativa. El delito de estafa se perfecciona o consuma en el 

mismo momento en el que el agente obtiene el provecho económico indebido. Esto es, 

cuando el sujeto activo incrementa su patrimonio con los bienes o servicios, recibido de 

parte de su víctima. El incremento patrimonial puede traducirse en la posesión de los 

bienes o por el producto de los mismos al ser dispuestos, ello debe ser entendido en el 

sentido que el delito se perfecciona cuando realmente el agente ha logrado su objetivo 

último, esto es obtener el provecho indebido. Si no logra tal objetivo, habrá estafa, pero 

en grado de tentativa. 
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La conducta típica y subjetivamente será antijurídica cuando no concurra alguna 

causa de justificación. Habrá antijuridicidad cuando el agente con su conducta obtenga 

un beneficio patrimonial que no le corresponde. Si por el contrario, se llega a la 

conclusión de que el autor obtuvo un beneficio patrimonial debido a que le correspondía, 

la conducta no será antijurídica, sino permitida por el derecho.  

Una vez se ha determinado que la conducta es típica y antijurídica, corresponderá 

verificar si el actor es imputable, es decir, si se le puede ser atribuida penalmente la 

conducta desarrollada. También se verificará si el agente tuvo oportunidad de conducirse 

de acuerdo a ley y no cometer el delito y, finalmente, se comprobará y se verificará si 

aquel, al momento de actuar tenía pleno conocimiento de la antijuricidad de su conducta. 

Es decir, si sabía que su conducta estaba prohibida. Si, por el contrario, se verifica que el 

agente actuó en la creencia errónea que tenía derecho al bien o a la prestación atribuida 

mediante el acto de disposición, se excluirá la culpabilidad, toda vez que es perfectamente 

posible que se presente la figura del error de prohibición. 

V. ANÁLISIS DE LA JURISPRUDENCIA APLICABLE AL CASO 

5.1. El engaño previo a la disposición patrimonial del delito de estafa. 

En el presente apartado, se detallara la contribución de la jurisprudencia nacional, 

en relación a este tema, específicamente en el Recurso de Nulidad N° 325-2014-LIMA, 

el 12 de marzo de 2015, se ha establecido que: “la existencia del engaño debe ser previo 

anterior a la disposición patrimonial constitutivo del delito de estafa. En relación a esa 

jurisprudencia podemos señalar que, si es aplicable al presente caso, puesto que los 

agraviados, señalan que habrían sido engañados por la confianza que tenían en imputado, 

y por la información brindada por terceras personas, que posterior a ello habrían realizado 

el depósito de dinero, de lo mencionado se denota que no se habría configurado el engaño, 

puesto que la confianza no es un elemento objetivo del tipo de estafa, y el engaño debía 
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ser provocado por el agente, y no por terceros, por lo que no se puede vincular el 

desprendimiento económico con el presunto acto de engaño inexistente, por lo mismo que 

al no haberse determinado convincentemente la existencia de un engaño previo anterior 

a la disposición patrimonial constitutivo del delito de estafa, por lo tanto, subsisten 

justificadas dudas que hacen inferir la necesidad de que la parte agraviada haga valer su 

derecho en la vía civil y no en la vía penal”. (Recurso de Nulidad N° 325-2014-LIMA). 

Además, en el Recurso de Nulidad N° 2504-2015-LIMA, de fecha 07 de abril del 

2017, se estableció que: “el engaño es un elemento que se presenta, no solamente en la 

estafa sino también en las relaciones contractuales civiles o de carácter mercantil. En estos 

casos, el operador de justicia tiene que delimitar quien es competente por la situación de 

error de la víctima; esto es, si incumbía a esta última agenciarse de la información 

normativamente accesible; o si era competencia del autor, en virtud de un deber de 

veracidad, brindarle a la víctima los conocimientos necesarios para su toma de decisión 

respecto de la disposición de su patrimonio. En el primer caso, no se configurará el delito 

de estafa, por cuanto el perjuicio patrimonial es competencia del propio disponente 

(competencia de la víctima); por tanto, los hechos serán ventilados en la vía extra penal 

que corresponda”. (Recurso de Nulidad N° 2504-2015-LIMA). 

VI. IDENTIFICACIÓN DE ERRORES SUSTANTIVOS Y PROCESALES 

6.1. Errores Sustantivos 

- El Ministerio Público y el Juez de Primera Instancia, no realizaron una adecuada 

diferenciación entre el incumplimiento contractual, y la configuración del delito de estafa 

genérica, que hubiera dado mayores luces en el desarrollo de la acusación y 

consecuentemente en la sentencia de primera instancia. Considero que es importante dicho 

desarrollo, a fin de no llegar a la criminalización de los contratos, y no estar ventilando 

cuestiones civiles en un proceso penal, que solo funciona en última ratio.  
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- El Juez de Primera Instancia no merituó adecuadamente que el hecho de que el 

imputado haya celebrado el contrato de constitución de anticresis después de haber recibido 

el dinero, con lo que dotó de seguridad jurídica a los supuestos agraviados. 

- Cuando la defensa del imputado dedujo la excepción de improcedencia de acción, 

lejos de desarrollar la falta de elementos objetivos o subjetivos del tipo penal contenido en 

el artículo 196°, a partir de lo señalado por el Ministerio Público en su requerimiento 

acusatorio para así poder fundamentar la atipicidad relativa o absoluta, desarrolla cuestiones 

ajenas a una excepción de improcedencia de acción, señalando medios probatorios y otros, 

lo mismo que no es objeto de la misma, más aún que no se puede valorar medios probatorios 

en una etapa previa al juicio oral.  

6.2. Errores Procesales 

- Como una observación procesal podemos encontrar la falta de justificación del 

monto de la reparación civil en el requerimiento acusatorio. El representante del 

Ministerio Público, en su requerimiento acusatorio, no realizó una adecuada justificación 

con referencia al monto solicitado por concepto de reparación civil, este se limitó 

únicamente a dar un monto de forma aleatoria, que no se fundamentó debidamente, 

teniendo en cuenta la naturaleza del supuesto agravio.  

VII. PROPUESTA DE SOLUCIÓN 

- Frente a la falta de elementos de convicción que vinculen directamente a la 

persona de Fernando Salas Tapia con la comisión del delito de estafa, el representante del 

Ministerio Público no debió optar por una acusación directa, sino por formalizar y 

continuar la investigación preparatoria, lo cual le hubiera brindado más tiempo para poder 

dilucidar si correspondía acusar o sobreseer el caso. 
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- El requerimiento de acusación directa, presenta cierta deficiencia con relación a 

la imputación, puesto que no se detalla adecuadamente la forma, circunstancias, como se 

habría realizado el engaño por parte del imputado. 

- El abogado de la defensa técnica debió solicitar tutela de derecho por falta de 

imputación necesaria, dentro del desarrollo de las diligencias preliminares, teniendo en 

cuenta que la tutela de derecho solo puede plantearse en la etapa de investigación 

preparatoria. 

VIII. CONCLUSIONES 

Primero: Para la configuración del delito de estafa es necesario que sea el autor 

directamente quien, a través de engaño, astucia o ardid u otra forma fraudulenta, induce 

o mantiene en error a la víctima con la finalidad de que se logre un beneficio económico 

indebido (desprendimiento patrimonial) para sí o para terceros, generando un perjuicio, 

sin embargo, en el presente caso tanto en el requerimiento acusatorio como en la sentencia 

de primera instancia, se señala que quien hizo incurrir en error a las víctimas no fue el 

denunciado, sino terceras personas. Por lo que no se configura el delito de estafa, al no 

estar presente el elemento objetivo del tipo engaño por parte del autor del delito, engaño 

que debe ser suficiente y no una simple referencia por parte de una tercera persona.  

Segundo: La configuración del delito de estafa requiere la secuencia sucesiva de 

sus elementos o componentes; por ello, primero se requiere el uso del engaño por parte 

del agente, acto seguido se exige que este engaño haya inducido o servido para mantener 

en error a la víctima y como consecuencia de este hecho, la víctima voluntariamente y en 

su perjuicio se desprenda del total o parte de su patrimonio y lo entregue al agente en su 

propio beneficio ilegítimo o de tercero. En el presente caso no se pudo probar dicha 

sucesión de componentes, toda vez que en la sentencia de primera instancia se señaló que 

primero las víctimas se habrían desprendido de su patrimonio, segundo que el momento 
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de la configuración de la estafa fue cuando se celebró un contrato de anticresis, y que este 

se trataría de un contrato criminalizado, que, sin embargo, la figura de estafa no es la 

suma de elementos (engaño y desprendimiento patrimonial), sino exige un nexo causal 

sucesivo entre ellos, comúnmente denominado relación de causalidad ideal o motivación, 

por lo que el engaño debió preexistir antes del desprendimiento y no a la inversa, por lo 

que la Sala Superior, señala que no se evalúo el hecho que el denunciado más allá de 

querer engañar a los agraviados los doto de seguridad jurídica, por lo que se desvanece 

dicho argumento de engaño mediante contrato criminalizado. 

Frente a la ausencia de elementos o componentes del delito de estafa, o estos se 

presentan en un orden sucesivo distinto que no permita determinar que el desprendimiento 

patrimonial es resultado directo de dicho engaño que genera un error suficiente, no se 

estaría ante un ilícito penal sino frente a un incumplimiento contractual que debe ser visto 

en una vía extrapenal. 
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